Miguel Ángel Escobar Cardona Vs Colpensiones  Rad. 66001-31-05-002-2019-00065-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 8 de abril de 2019 

Radicación Nro.:
66001-31-005-002-2019-00065-01

Accionante:

Miguel Angel Escobar Cardona

Accionados:

Colpensiones.

Proceso:

Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TÉRMINO PARA EMITIR EL DICTAMEN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / SE VULNERA AQUEL DERECHO SI LA ENTIDAD NO DA RESPUESTA OPORTUNAMENTE.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
Si bien no existe normatividad que establezca el término con el que cuentan las entidades señaladas en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, facultadas para valorar en primera oportunidad (para emitir el dictamen de calificación de invalidez), necesario es remitirse a lo previsto en el Decreto 1352 de 2013 “Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez…”. (…)
La entidad durante el trámite dio respuesta a la petición indicando que, luego de la valoración efectuada sobre el actor, el dictamen se encontraba en proceso de auditoría por parte de su proveedor externo de medicina laboral, situación que llevó a la funcionaria de primer grado a declarar el hecho superado, al evidenciar que tal comunicación se le había puesto en conocimiento del petente.

No obstante el actor afirma en su recurso que la petición de expedición de la calificación de invalidez no fue atendida de fondo, pues solo se limitó a informar el estado del trámite. Precisión que resulta cierta al leerse la respuesta brindada que se ve a folio 11 frente y vuelto, que al analizarse permite sostener que si bien hubo una respuesta sobre su petición, lo cierto es que en la actualidad existe violación de su derecho al debido proceso, en tanto que desde el momento en que fue valorado, esto es el 3 de diciembre de 2018, han transcurrido 4 meses, lo cual contraviene el artículo 38 del Decreto 1352 de 2013, que establece que luego de valorar al paciente, la ponencia debe presentarse dentro los cinco (5) día siguientes y definirse en los cinco (5) días siguientes.

Como quiera que en este asunto se ha superado con creces ese término, es evidente la vulneración del debido proceso del cual es titular el actor…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, ocho de abril de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 08 de abril de 2019
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por MIGUEL ANGEL ESCOBAR CARDONA contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 28 de febrero de 2019 dentro de la acción de tutela que le promueve a COLPENSIONES.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

El señor Miguel Angel Escobar Cardona señala que el día 4 de enero de 2019 solicitó a Colpensiones la “expedición de pérdida de capacidad laboral en debida forma” (sic), sin lograr respuesta alguna.
Por lo anterior solicita la protección de su derecho fundamental de petición y como consecuencia se ordene a Colpensiones dar respuesta de fondo a la solicitud elevada el 4 de enero de 2019.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a la dependencia accionada por el término de (2) días para que se vinculara a la litis.
Al comparecer al proceso Colpensiones informó al juzgado que el día 17 de enero de 2019 le fue brindada respuesta de fondo al señor Escobar Cardona, la cual fue entregada en la dirección que reportó para notificaciones, el día 22 de enero de 2019.
Precisa que en la actualidad el dictamen de pérdida de capacidad laboral se encuentra en auditoría por parte del proveedor externo de medicina laboral.

Por todo lo anterior, solicita que se declare el hecho superado, al haber desaparecido la causa que originó la iniciación de esta acción constitucional.

Llegado el día del fallo, el juzgado declaró el hecho superado, al verificar que al señor Miguel Ángel Escobar Cardona le fue informado el estado del proceso de calificación de pérdida de la capacidad laboral, el cual inició el día 11 de octubre de 2018 y que en la actualidad está siendo auditado por el proveedor externo de medicina laboral. 
Inconforme con la decisión, el accionante la recurre alegando que tal información no le fue notificada por parte de la entidad accionada, ni le ha sido expedido el dictamen que reclama.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se configuró en la presente acción constitucional el hecho superado?

Antes de abordar la solución a los problemas jurídicos, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
2. DEL TÉRMINO ESTABLECIDO PARA EMITIR EL DICTAMEN DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ EN PRIMERA OPORTUNIDAD.

Si bien no existe normatividad que establezca el término con el que cuentan las entidades señaladas en el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, facultadas para valorar en primera oportunidad, necesario es remitirse a lo previsto en el Decreto 1352 de 2013 “Por el cual se reglamenta la organización y funcionamiento de las Juntas de Calificación de Invalidez, y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 38 establece:

“Sustanciación y Ponencia. Recibida la solicitud por el médico ponente se procederá de la siguiente manera:  
a) El Director Administrativo y Financiero de la junta citará al paciente por cualquier medio idóneo dentro de los dos (2) días hábiles siguientes de lo cual se dejará constancia en el expediente. 
b) La valoración al paciente o persona objeto de dictamen deberá realizarse dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. 
c) En caso de no asistencia del paciente a la valoración, en el término anterior, al siguiente día el Director Administrativo y Financiero de la junta citará nuevamente por correo físico que evidencie el recibido de la citación para la valoración, esta última deberá realizarse dentro de los quince (15) días calendarios siguientes al envío de la comunicación. 
d) En caso de no asistencia del paciente a la valoración, en el término anterior, al siguiente día luego del paso anterior, el Director Administrativo y Financiero de la junta dará aviso por escrito a la Administradora de Riesgos Laborales o Administradora del Sistema General de Pensiones de acuerdo a si la calificación en primera oportunidad fue de origen común o laboral, cuya constancia debe reposar en el expediente, indicándole la nueva fecha y hora en la que se debe presentar el paciente para que esta lo contacte y realice las gestiones para su asistencia. La valoración de la persona se deberá realizar dentro de los quince (15) días calendarios siguientes al recibo de la comunicación escrita a las Entidades anteriormente mencionadas. 
e)  Dentro de los cinco (5) días hábiles posteriores a la valoración del paciente, el médico ponente estudiará las pruebas y documentos suministrados y radicará la ponencia 
f) Cuando el médico ponente solicite la práctica de pruebas o la realización de valoraciones por especialistas, éste las registrará en la solicitud de práctica de pruebas que las ordena señalando el término para practicarlas de conformidad con el presente decreto. 
g)  Recibidos los resultados de las pruebas o valoraciones solicitadas, el médico ponente radicara el proyecto de dictamen dentro de los dos (2) días hábiles a su recibo y se incluirá el caso en la siguiente reunión privada de la junta. 
h) Una vez radicada la ponencia el Director Administrativo y Financiero procederá a agendar el caso en la siguiente audiencia privada de decisión, que en todo no caso no podrá ser superior a cinco (5) días hábiles”. 
3. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"Es deber del juez constitucional ordenar la protección judicial de derechos fundamentales que aparezcan vulnerados, así el petente no los haya invocado expresamente, puesto que no hacerlo conllevaría una denegación en la administración de justicia, omisión que se traduciría en un quebrantamiento de mandatos superiores que protegen los derechos fundamentales del accionante”
.

4.   CASO CONCRETO

De acuerdo con el libelo inicial, el actor identifica como hecho constitutivo de la afectación de su derecho fundamental de petición, la omisión de Colpensiones de dar respuesta a la solicitud por medio del cual requirió la expedición del dictamen de pérdida de capacidad laboral.
La entidad durante el trámite dio respuesta a la petición indicando que, luego de la valoración efectuada sobre el actor, el dictamen se encontraba en proceso de auditoría por parte de su proveedor externo de medicina laboral, situación que llevó a la funcionaria de primer grado a declarar el hecho superado, al evidenciar que tal comunicación se le había puesto en conocimiento del petente.

No obstante el actor afirma en su recurso que la petición de expedición de la calificación de invalidez no fue atendida de fondo, pues solo se limitó a informar el estado del trámite. Precisión que resulta cierta al leerse la respuesta brindada que se ve a folio 11 frente y vuelto, que al analizarse permite sostener que si bien hubo una respuesta sobre su petición, lo cierto es que en la actualidad existe violación de su derecho al debido proceso, en tanto que desde el momento en que fue valorado, esto es el 3 de diciembre de 2018, han transcurrido 4 meses, lo cual contraviene el artículo 38 del Decreto 1352 de 2013, que establece que luego de valorar al paciente, la ponencia debe presentarse dentro los cinco (5) día siguientes y definirse en los cinco (5) días siguientes.

Como quiera que en este asunto se ha superado con creces ese término, es evidente la vulneración del debido proceso del cual es titular el actor y; no obstante reconocer que el cúmulo de peticiones que en ese sentido recibe la entidad accionada impide el cumplimiento de los plazos fijados por la norma, considera la Sala que cuatro meses constituye un lapso prudencial para proferir el dictamen.

En ese orden de ideas, la decisión de primer grado será confirmada respecto al restablecimiento del derecho de petición del cual es titular el señor Miguel Ángel Escobar Cardona; pero se adicionará el ORDINAL PRIMERO para tutelar el derecho fundamental al debido proceso de éste y como consecuencia se ordenará a COLPENSIONES a través de la directora de Medicina Laboral, doctora Ingrid Carolina Ariza Cristancho, que en el término de diez (10) días proceda a proferir y notificar el dictamen de medicina laboral que corresponda a la valoración realizada al actor el día 3 de diciembre de 2018.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:

PRIMERO: ADICIONAR el ORDINAL PRIMERO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 28 de febrero de 2019  el cual en consecuencia quedará así:
“PRIMERO: A) DECLARAR la carencia actual del objeto en la acción instaurada por el señor MIGUEL ÁNGEL ESCOBAR CARDONA con c.c. NO 2.471.357,  quien en la presente acción actúa en nombre propio, por sustracción de materia, pues el hecho que originó la presente acción, se encuentra superado.

B) TUTELAR el derecho al debido proceso del señor MIGUEL ÁNGEL ESCOBAR CARDONA y en consecuencia, ordenar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –COLPENSIONES- a través de la directora de Medicina Laboral, doctora Ingrid Carolina Ariza Cristancho, que en el término de diez (10) días proceda a proferir y notificar el dictamen de medicina laboral que corresponda a la valoración realizada al señor MIGUEL ANGEL ESCOBAR CARDONA el día 3 de diciembre de 2018”.
SEGUNDO: CONFIRMAR  en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
      ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

En compensación de Hábeas Corpus
� T-172-16
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